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I. Introducción 

 

En el contexto de un inminente cambio de administración, como Consejo asesor permanente para la 

Modernización del Estado, órgano asesor y consultivo del Presidente de la República, en asuntos de 

modernización del Estado y de la gestión pública, nos hemos reunido a reflexionar respecto de las 

razones por las cuales la modernización del Estado es prioritaria y requiere de un compromiso político 

transversal, así como también sobre cuáles son las condiciones habilitantes para romper la inercia y 

lograr avanzar en la transformación e innovación del Estado. 

 

A continuación, se pone a disposición el resultado de esta reflexión colectiva, a partir de la cual se 

concluye que un gobierno que quiera avanzar decididamente en la reforma y modernización del 

Estado deberá atender los siguientes asuntos o condiciones habilitantes: abordar la inconsistencia 

temporal o cortoplacismo; superar la ambigüedad en la definición de responsabilidades; y sumar el 

apoyo de la opinión pública mediante una más nítida vinculación entre la modernización propuesta y 

la mejora tangible en la calidad y oportunidad de los servicios públicos. Sólo así, la modernización será 

una política estratégica y permanente de Estado.  

II. Doce razones para priorizar la reforma del Estado. Lo 

importante no puede seguir postergándose 

 

Es imposible exagerar la importancia de mejorar sustancialmente el desempeño del Estado. A juicio 

de este Consejo asesor permanente para la modernización del Estado, las razones sobran y la somera 

descripción que sigue contribuye a hacer evidente por qué la reforma del Estado debiera 

transformarse en prioridad y compromiso político transversal. 

 

1. Recuperar la confianza en las instituciones públicas 

 

La confianza ciudadana en el Estado se encuentra en niveles especialmente bajos en comparación con 

otros países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Según la 

encuesta de Confianza 2023, de tal organismo, sólo alrededor de 30% de la población en Chile declara 

confiar en el gobierno nacional, cerca de 35% en el gobierno local, y apenas un 20% en el Parlamento1. 

Modernizar la función pública es clave para revertir esa percepción y asegurar que las instituciones 

públicas sean vistas como actores eficientes, transparentes y orientados al servicio de las personas. La 

frustración con las prestaciones del Estado se manifiesta en la percepción de calidad, oportunidad e 

igualdad de trato. Todo ello resiente la confianza en el gobierno, en las instituciones democráticas y 

pavimenta el camino al populismo o caudillismo autoritario. Se necesita un Estado que haga bien las 

cosas e inspirado en valores de integridad, eficiencia, equidad y orientación a la ciudadanía. Se 

requiere un Estado que concite confianza entre las personas. 

 
1  Un 30% de los/as chilenos/as reporta confianza alta o moderada en el gobierno nacional, lo cual es similar a otros países 
de Latinoamérica en la medición, pero bajo el promedio OCDE de 39%. A pesar de que en el país todas las instituciones 
presentan un nivel de confianza más bajo que el promedio OCDE, los mejores resultados lo obtienen las policías (52%), el 
sistema electoral (46%) y los gobiernos locales (36%). Las mayores brechas con el promedio OCDE se observan en la confianza 
con el sistema judicial (29 puntos porcentuales (p.p.) menos en Chile), las personas funcionarias (21 p.p.) y el Congreso 
Nacional (17 p.p.).  OCDE (2024), Los determinantes de la confianza en las instituciones públicas de Chile, OECD Publishing, 
Paris. Disponible en: https://doi.org/10.1787/9cdf8865-es (diciembre, 2025). 

https://doi.org/10.1787/9cdf8865-es
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2. Responder a la insatisfacción con la calidad de los servicios públicos. 

 

La evidencia comparada muestra una fuerte insatisfacción con los servicios que entrega el Estado. En 

salud, por ejemplo, Chile se sitúa entre los países de la OCDE con menor proporción de personas 

satisfechas con su sistema de salud2, lo que se refleja en tiempos de espera prolongados y experiencias 

de atención dispares3. Algo similar ocurre con los servicios administrativos, donde una fracción 

importante de la ciudadanía se declara insatisfecha o neutral frente a trámites que debieran ser 

simples y oportunos4. Este patrón apunta a un problema estructural en la capacidad del Estado para 

ofrecer servicios de calidad y centrados en las personas, lo que refuerza la necesidad de modernizar 

su gestión y procesos. 

 

La insatisfacción no se agota en la calidad u oportunidad de acceso a los servicios, sino que se extiende 

al trato recibido5. 

 

3. Superar la rigidez y el crecimiento inorgánico del empleo público. 

 

El empleo público ha crecido sin una estructura moderna ni mecanismos claros de mérito, movilidad 

o evaluación de desempeño. Esto impacta la eficiencia y la profesionalización del Estado. Las 

propuestas de reforma apuntan a ordenar el ingreso, separar cargos políticos de los técnicos y mejorar 

la transparencia de contrataciones y desvinculaciones, condiciones necesarias para contar con una 

administración pública competente y confiable.  

 

4. Abordar el ausentismo laboral y sus efectos en la provisión de servicios. 

 

Los patrones de ausentismo en el sector público, especialmente en los sectores de la salud y la 

educación, afectan de manera directa la continuidad y calidad de la atención que recibe la ciudadanía. 

En 2023 el ausentismo en educación alcanzó niveles particularmente altos —entre 12% y 15% durante 

gran parte del año— mientras que en salud se mantiene en torno al 10%, muy por encima del resto 

de los sectores, que bordean sólo el 6%6 . A ello se suman las diferencias con el sector privado en 

licencias de corta duración, que evidencian incentivos mal diseñados y prácticas que deben corregirse 

por vía legislativa. Modernizar el Estado implica fortalecer la gestión de personas con mejores sistemas 

de información, monitoreo y prevención para asegurar servicios oportunos y consistentes. 

 

  

 
2 OCDE (2024) Los determinantes de la confianza en las instituciones públicas de Chile. Disponible en: 
https://doi.org/10.1787/9cdf8865-es (diciembre, 2025). 
3 Las listas de espera en salud son un ejemplo concreto y lacerante: casi 2,7 millones de personas esperan atención, 2,2 
millones consultas de especialistas y 370 mil cirugías a junio 2025. Información disponible en: https://lyd.org/centro-de-
prensa/noticias/noticias-portada/2025/06/personas-en-listas-de-espera-llegan-a-casi-27-millones-de-personas-
alcanzando-su-maximo-historico/ (diciembre 2025). 
4 OCDE (2024) Los determinantes de la confianza en las instituciones públicas de Chile. 
5 La cortesía (trato) y la competencia de los funcionarios públicas de primera línea son los dos atributos de los servicios 
públicos con menor satisfacción entre la ciudadanía chilena. El 58% indica estar satisfecha con el trato, así como con la 
competencia del funcionariado público, lo que está 13 y 15 puntos porcentuales por debajo de los valores promedio de 
países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. OCDE (2024).  
6 DIPRES (2024) Radiografía del ausentismo laboral en el sector público. Disponible en: 
https://www.dipres.gob.cl/598/articles-355566_doc_pdf.pdf (diciembre, 2025). 

https://doi.org/10.1787/9cdf8865-es
https://lyd.org/centro-de-prensa/noticias/noticias-portada/2025/06/personas-en-listas-de-espera-llegan-a-casi-27-millones-de-personas-alcanzando-su-maximo-historico/
https://lyd.org/centro-de-prensa/noticias/noticias-portada/2025/06/personas-en-listas-de-espera-llegan-a-casi-27-millones-de-personas-alcanzando-su-maximo-historico/
https://lyd.org/centro-de-prensa/noticias/noticias-portada/2025/06/personas-en-listas-de-espera-llegan-a-casi-27-millones-de-personas-alcanzando-su-maximo-historico/
https://www.dipres.gob.cl/598/articles-355566_doc_pdf.pdf
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5. Mejorar la efectividad de los programas públicos. 

 

La oferta programática está altamente atomizada, con grandes programas que concentran la mayoría 

del gasto y decenas de programas de muy bajo presupuesto que compiten, se duplican o carecen de 

impacto. Además, un 78% de los programas evaluados presenta al menos una deficiencia relevante 

en focalización, eficacia o eficiencia7. Sin una modernización profunda, que depure y ordene la oferta 

de programas, es imposible reasignar recursos hacia intervenciones de mayor impacto ni corregir lo 

que no funciona. 

 

Se requiere articular la oferta pública de programas sectoriales a las realidades de las regiones y 

comunas, mediante mecanismos de gobernanza que estructuren respuestas oportunas, pertinentes y 

flexibles, que minimicen el centralismo en las decisiones y las demoras burocráticas, mediante 

sistemas integrados de gestión, que fomenten la eficacia en los resultados, la eficiencia en el uso de 

recursos públicos y el aporte y control de la sociedad civil. 

 

6. Reducir las ineficiencias en permisos que frenan la inversión y el desarrollo. 

 

Una modernización del Estado enfocada en incentivar la actividad económica a todo nivel y sector 

tendría impactos positivos en crecimiento, empleo, confianza institucional, y certezas, con 

consecuencias tanto en el desarrollo empresarial como en el día a día de las personas.  

 

Los procesos de autorización sectorial son desarticulados, poco previsibles y altamente demorados. 

Algunos trámites pueden tardar años en resolverse, afectando la competitividad y generando pérdidas 

significativas de crecimiento; solo en 2024, se estima que la permisología redujo el PIB en un 0,7%8. 

Modernizar el Estado implica simplificar, estandarizar criterios, asegurar información clara y reducir la 

incertidumbre para personas y empresas. En esta materia es importante considerar que los proyectos 

de inversión no sólo pueden generar externalidades negativas sobre el medio ambiente, sino que la 

ausencia de proyectos o su retraso, genera necesariamente un perjuicio a los niveles de empleo y 

prosperidad general.  

 

La ley N°21.770 Marco de Autorizaciones Sectoriales9 es un paso relevante en la dirección necesaria.  

Promulgada en septiembre de 2025, busca agilizar y modernizar la tramitación de permisos sectoriales 

para proyectos de inversión, sin afectar los estándares regulatorios. Mediante la instalación de una 

plataforma digital para presentar trámites de forma simultánea, busca coordinar a los distintos 

servicios públicos, reduciendo los tiempos de tramitación entre un 30% y un 70%10.  Será importante 

evaluar si el funcionamiento práctico de esta ley satisface las expectativas, para así ajustar sus 

deficiencias y omisiones y, complementariamente, avanzar hacia mejoras sustantivas en la tramitación 

de permisos ambientales y en el reforzamiento del valor jurídico de las autorizaciones, obtenidas de 

acuerdo a la ley. 

 

 
7  Dirección de Presupuestos (2024) Monitoreo de Programas Públicos 2024. 
8  Universidad San Sebastián (2024) Costo económico por permisología (ICEP) nacional: Balance nacional 2024. Disponible 
en: https://cdn.uss.cl/content/uploads/2025/06/03211349/USS_Permisologia-Indice-Costo-Economico-Nacional-.pdf 
(diciembre, 2025). 
9  Disponible en: https://bcn.cl/F8NRmL (diciembre, 2025). 
10 Información disponible en: https://www.gob.cl/noticias/ley-de-permisos-sectoriales-tiempos-permisos-proyectos-
inversion/ (diciembre, 2025). 

https://cdn.uss.cl/content/uploads/2025/06/03211349/USS_Permisologia-Indice-Costo-Economico-Nacional-.pdf
https://bcn.cl/F8NRmL
https://www.gob.cl/noticias/ley-de-permisos-sectoriales-tiempos-permisos-proyectos-inversion/
https://www.gob.cl/noticias/ley-de-permisos-sectoriales-tiempos-permisos-proyectos-inversion/
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En tiempos en que la recuperación del crecimiento es clara prioridad, el Estado debe contribuir a 

favorecerlo bajo un sistema de permisos de inversión claro, predecible, racional y expedito11. 

 

7. Acelerar la transformación digital. 

 

A pesar de los importantes avances en el ámbito digital, al año 2023 Chile aparecía con uno de los 

índices de gobierno digital más bajos de la OCDE12. Nuestro país tiene mucho que avanzar en gobierno 

digital, acceso a información e interoperabilidad. Un Estado moderno no solo digitaliza trámites, sino 

que construye capacidades en dimensiones clave: diseñar políticas y servicios digitales desde el inicio; 

usar datos para decidir y coordinar mejor; contar con infraestructuras y estándares comunes; 

garantizar transparencia y apertura de información; poner a las personas usuarias en el centro de la 

experiencia; y anticipar necesidades mediante servicios más proactivos. Es mucho lo que podemos 

ganar con una transformación digital acelerada en el Estado que incluya progresivamente la 

articulación y automatización de procesos mediante el uso de herramientas de inteligencia artificial. 

Buena parte de la ciudadanía compara la digitalización de las prestaciones que recibe desde el sector 

privado con su experiencia en el sector público. Con compromiso, buena coordinación e inversión 

acotada, es mucho lo que se puede ganar en esta materia.  

 

8. Corregir incentivos perversos que afectan la eficiencia y la eficacia del gasto.  

 

Hoy, algunos mecanismos inducen a fijar metas poco exigentes y a acelerar el gasto hacia fin de año, 

más para cumplir niveles de ejecución que para mejorar la eficiencia y la eficacia. Esto se traduce en 

sobregastos y en avances acotados en la gestión institucional. Se requieren nuevos incentivos, un 

mejor diseño de metas y mayor flexibilidad para que las instituciones puedan gestionar con foco en 

resultados. 

 

9. Aumentar la eficiencia en las compras públicas. 

 

Las compras públicas representan a más del 12% del PIB en países OCDE y más del 30% del gasto 

público, en nuestro país. Los montos transados a través de la plataforma de mercado público 

alcanzaron durante el año 2024, más de U$ 17 mil millones de dólares, lo que equivale al 5,3% del PIB 

según datos de la Dirección de Compras y Contratación Pública (Chilecompra)13.  

 

Dado el volumen de recursos que se transan, las compras y contrataciones públicas se han convertido 

en una importante herramienta de gestión fiscal para el correcto uso de los recursos públicos; 

normativamente se ha ido recogiendo su importancia estratégica para promover la eficiencia, la 

integridad, la transparencia, la sustentabilidad y la innovación. 

 
11 Existen múltiples estimaciones del costo que supone la obtención de permisos. La Confederación de la Producción y del 

Comercio (CPC) señala que estudios relacionados con el ámbito regulatorio estiman un beneficio anual neto de acelerar 

proyectos a través de la oficina GPS (Gestión de Proyectos Sustentables), actual Oficina de Grandes Proyectos (OGP), de 

entre 0,4% y 1,1% del Producto Interno Bruto (PIB). El Centro de Estudios Públicos (CEP) estima en 7,3% del PIB el costo de 

la burocracia, tanto por la subinversión como por la mala asignación del capital, con un aumento en la tasa de crecimiento 

del 0,7% por los próximos diez años. El Comité de Expertos sobre Espacio Fiscal y Crecimiento Tendencial (conocido como 

“Comisión Marfán”) estimó en 2023 que la reducción a 1/3 de los plazos actuales para la obtención de permisos implicaría 

un aumento de 0,24% en la tasa de crecimiento anual por 10 años. 
12  Información disponible en: https://goingdigital.oecd.org/en/indicator/58 (diciembre, 2025). 
13 Información disponible en: https://www.chilecompra.cl/2025/06/montos-transados-en-la-plataforma-mercado-publico-
superaron-los-us-17-643-millones-en-2024/ (diciembre, 2025). 

https://goingdigital.oecd.org/en/indicator/58
https://www.chilecompra.cl/2025/06/montos-transados-en-la-plataforma-mercado-publico-superaron-los-us-17-643-millones-en-2024/
https://www.chilecompra.cl/2025/06/montos-transados-en-la-plataforma-mercado-publico-superaron-los-us-17-643-millones-en-2024/
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Con el fortalecimiento del sistema de compras públicas, a través de la reforma introducida mediante 

la Ley N°21.634, se amplió la cobertura del sistema a entidades no obligadas a usar el sistema de 

contratación electrónica, y se dotó de nuevas atribuciones a ChileCompra, por lo que hoy, es factible 

implementar con mayor fuerza, medidas que favorezcan la eficiencia y la transparencia en el uso de 

los recursos públicos. Entre ellas, definir incentivos para una mejor planificación y no para centrarse 

exclusivamente en el gasto para “cumplir” con  la ejecución del presupuestaria, fomentar las compras 

colaborativas y la agregación de demanda,  hacer uso correcto  de los procedimientos de contratación 

según el objetivo perseguido, realizar monitoreo de precios a través del Observatorio de Chilecompra, 

utilizar Bases Tipo, estandarizar los bienes, extender la plataforma de economía circular a los servicios 

compartidos, entre otras14.  

 

10. Ordenar y simplificar la gestión presupuestaria, reforzando la transparencia y la 

responsabilidad fiscal. 

 

El sistema presupuestario es excesivamente técnico y fragmentado, con miles de asignaciones y glosas 

que dificultan el seguimiento del gasto y su vínculo con resultados. A pesar de avances en monitoreo 

y evaluación, la información de desempeño aún incide poco en la asignación de recursos. Chile no 

destaca por sus niveles de transparencia fiscal. Si bien la información desagregada está disponible, su 

comprensión y seguimiento no favorecen el control social. 

 

Modernizar el presupuesto supone reducir complejidad, fortalecer el uso de evaluaciones en las 

decisiones, limitar la flexibilidad discrecional y exigir fuentes de financiamiento claras para nuevos 

gastos, reforzando así la transparencia, la disciplina fiscal y el necesario control social. Se requiere 

además terminar de implementar una plataforma tecnológica que permita gestionar en línea, en todo 

el ciclo presupuestario (formulación, aprobación, ejecución, evaluación), tanto al poder ejecutivo 

como al poder legislativo y a la Contraloría General de la República, evitando el actual análisis en 

planillas Excel desarticuladas. 

 

11. El imperativo de la eficiencia.  

Chile no tiene margen para aumentar el gasto público de manera significativa en el próximo tiempo. 

Ya en la frontera del límite prudente de deuda pública (45% del PIB), el desafío, por el contrario, es 

retomar equilibrios fiscales consistentes con la regla del balance estructural. La estrechez fiscal 

coincide, sin embargo, con la presión ciudadana por mejores respuestas en temas socialmente 

relevantes, como salud, seguridad ciudadana, vivienda, etc. En ese desafiante contexto, la 

modernización del Estado, la cooperación público-privada y poner en valor el aporte de la sociedad 

civil parecen imprescindibles. El Estado deberá hacer más con menos recursos y ello requiere mejores 

procesos, reglas e incentivos, propuestas innovadoras, uso intensivo de tecnologías, simplificación de 

trámites, mejor rendición de cuentas y políticas que trasciendan gobiernos para asegurar su eficacia. 

El desarrollo y acreditación de competencias de las y los funcionarios públicos deberá ser central en 

este esfuerzo. 

 
14 Medidas propuestas por parte del Consejo Asesor Permanente para la Modernización de Estado a la Comisión Asesora 
para Reformas Estructurales al Gasto Público. 
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En suma, un mejor Estado es un imperativo si se desea responder a la ciudadanía y potenciar su 

confianza en las instituciones en un contexto de gasto público contenido.   

12. Fortalecer el rol de las organizaciones sociales en la atención de asuntos públicos. 

El esfuerzo por responder a las necesidades de la población no debe acotarse a la gestión directa del 

Estado. Son múltiples las organizaciones sociales que motivan y canalizan la participación de miles de 

chilenos hacia actividades de apoyo a causas sociales nobles y necesarias. El Estado puede potenciar 

o dificultar el rol de estas organizaciones y con ello, incidir decididamente en la capacidad de la 

sociedad de buscar respuestas solidarias a las necesidades de millones.  

La relación entre el Estado y las organizaciones de la sociedad civil requiere un nuevo pacto. Las 

irregularidades observadas recientemente en el uso de fondos públicos, por parte de ciertas 

fundaciones, ha despertado sospechas y la aplicación de sistemas de control y rendición de cuentas 

que han terminado, en ocasiones, asfixiando a dichas organizaciones. Un nuevo equilibrio es 

necesario, en donde prevalezca la transparencia, la entrega oportuna de recursos y la rendición de 

cuentas, pero bajo formas y exigencias eficientes y proporcionales a las capacidades de dichas 

organizaciones. Se debe avanzar, además, hacia un sistema de transferencias o apoyo financiero a 

estas organizaciones que avance hacia presupuestos plurianuales, que permita el financiamiento de 

gastos en personal y favorezca rendiciones de cuenta por vía electrónica, transparente y expedita15. 

En tiempos de previsible estrechez de gasto público a futuro, Chile no puede darse el lujo de debilitar 

el aporte de las organizaciones de la sociedad civil a la solución de problemas públicos. 

Los doce puntos anteriores no son sólo fundamentales para mejorar la calidad de vida de la ciudadanía 

sino que, además, y a diferencia de otras áreas de política pública, parecen contar con un apoyo muy 

mayoritario a nivel técnico y político. Y entonces, ¿por qué resulta tan difícil avanzar en un tema que 

importa tanto y suscita amplio consenso?  

III. Las dificultades para reformar el Estado y la gestión pública: 

Cómo destrabar la inercia 

Chile ha avanzado en reformas del Estado importantes en el pasado. El sistema de compras públicas, 

de alta dirección pública, la ley de transparencia, solo por nombrar las más relevantes, marcan hitos 

de mejoras relevantes. Con todo, el país puede y necesita más. Su Estado puede y debe ser más 

eficiente, eficaz y orientado a la ciudadanía. Sin embargo, entre los expertos en la materia suele 

extenderse un cierto desánimo. No faltan propuestas ni los beneficios potenciales de impulsarlas. 

Tampoco se trata de que las propuestas de reforma estén marcadas por tintes ideológicos que las 

hagan controversiales y dificulten los acuerdos respecto de su mérito o contenido. Sin embargo, 

prevalece la percepción de que avanzamos poco, mucho menos de lo necesario16. 

 
15  Un mayor detalle para propuestas de nuevo trato entre el Estado y las organizaciones de sociedad civil se encuentra en el 
documento planteado a las diversas candidaturas presidenciales bajo el auspicio del Centro de Políticas Públicas UC. 
Disponible en: https://politicaspublicas.uc.cl/web/content/uploads/2025/11/SOCIEDAD-EN-ACCION_POLICY-
BRIEF_PRESIDeNCIALES-UC_1imp.pdf (diciembre, 2025). 
16 En el informe de la Comisión para la Modernización del Estado coordinado por el Centro de Estudios Públicos (CEP), en 
2017, se lee un diagnóstico plenamente vigente en relación con este punto: “Las agendas transformadoras han sido casi 

https://politicaspublicas.uc.cl/web/content/uploads/2025/11/SOCIEDAD-EN-ACCION_POLICY-BRIEF_PRESIDeNCIALES-UC_1imp.pdf
https://politicaspublicas.uc.cl/web/content/uploads/2025/11/SOCIEDAD-EN-ACCION_POLICY-BRIEF_PRESIDeNCIALES-UC_1imp.pdf
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Algunas reformas a la gestión pública no requieren cambios legales (Ej.: potenciar y adecuar la 

capacitación y entrenamiento constante de las personas funcionarias, optimizar el funcionamiento del 

sistema de calificaciones del personal, potenciar la transformación digital, mejorar la experiencia 

usuaria, etc.). Ellas requieren simplemente disposición gerencial de la jefatura de gobierno y, quizás, 

vencer resistencias internas o inercias. Un buen aporte al debate y al desafío de modernización futura 

sería, desde luego, listar estas reformas de gestión que, sin requerir cambio legal que las habilite, 

puedan servir para la mejora efectiva de la gestión pública. El solo hecho de explicitar que su 

implementación no requiere de una ley equivale a un emplazamiento implícito para que sean 

abordadas o, en su defecto, se den las explicaciones para no hacerlo. La voluntad de un gobierno 

comprometido debiera bastar para avanzar en estas materias.  

Con todo, las reformas más relevantes sí requieren cambios legislativos. En derecho público es la ley 

la que mandata. Por ello, buena parte de los cambios que exigirá una propuesta ambiciosa de reforma 

o modernización del Estado requerirán su aprobación en el Congreso Nacional.  Ello obliga a indagar 

acerca de las condiciones que deben cumplirse para que estas reformas reciban prioridad y respaldo. 

En tal sentido, parece importante identificar, entender y superar las dificultades que caracterizan la 

economía política de la modernización del Estado. 

Las barreras para la Reforma del Estado 

 

La principal dificultad parece ser su instalación con carácter prioritario en la agenda política de los 

gobiernos. Una segunda debilidad es la insuficiente definición de los roles y responsabilidades.  

 

1. Prioridad en la agenda: Desafíos 

 

1.1.  Gobiernos cortos con otras prioridades de agenda.  

Los cambios necesarios en muchos casos suponen costos en el corto plazo y beneficios en el largo. 

Esta inconsistencia temporal debilita la posibilidad de que el asunto sea prioridad política. Las 

prioridades suelen ocuparlas temas de la campaña electoral que recogen las prioridades ciudadanas 

expresadas en insatisfacciones específicas. Rara vez se explicita o reconoce que la solución a esos 

temas (salud, seguridad, vivienda, educación, corrupción, por ejemplo) demanda cambios 

trascendentes a la gestión. Se suele asociar la respuesta a prioridades presupuestarias, más fáciles de 

exhibir y explicar, pero escasamente se vincula el problema a fallas que exigen soluciones que 

involucren repensar el modo en que el Estado aborda el asunto en cuestión. Por cierto, las respuestas 

integrales toman tiempo y suelen ser menos estridentes o visibles, por eso la agenda política apuesta 

más por el efectismo que por lo efectivo, por intentar cosechar éxitos en el corto plazo, por sobre las 

soluciones más integrales.  

 
invariablemente una reacción -aunque razonablemente eficaz- a escándalos de corrupción que han impactado a la sociedad 
y puesto en entredicho a la clase política. La lógica reactiva ha determinado que la agenda transformadora tenga por motor 
la urgencia de responder a escándalos y no a una visión prospectiva y continua que identifique la reforma del Estado como 
tarea primordial y permanente. La importancia de contar con un mejor Estado no parece haberse comprendido a cabalidad. 
La voluntad del mundo político por asignarle al Estado nuevas tareas no suele ir acompañada de medidas que refuercen su 
capacidad de ejecutarlas bien. No alcanzarán los esfuerzos aislados o intermitentes. La modernización del Estado debe ser 
una tarea y un compromiso permanente y transversal”. CEP (2017) Informe de la Comisión para la Modernización del Estado, 
p.13. Disponible en: https://static.cepchile.cl/uploads/cepchile/2022/09/un_estado_para_la_ciudadania_cep.pdf 
(diciembre, 2025). 

https://static.cepchile.cl/uploads/cepchile/2022/09/un_estado_para_la_ciudadania_cep.pdf
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En particular, los gobiernos resisten abordar reformas que supongan costos en el corto plazo y cuyos 

beneficios se hagan tangibles en plazos más largos17. Los horizontes cortos explican buena parte de la 

inviabilidad política de la agenda transformadora. Es entendible que pocos quieran pagar los costos 

hoy para que otros cosechen mañana. 

En consecuencia, el desafío es alargar el horizonte y equilibrar la distribución de los costos y beneficios 

políticos del proceso de reforma. Se trata de estructurar un pacto político amplio para reformar el 

Estado, con mínimos comunes y con una agenda suficientemente amplia para acomodar las 

preferencias de los diversos sectores políticos18. La reforma del Estado debe ser, entonces, un esfuerzo 

transversal, que trascienda gobiernos, de modo de favorecer su inclusión en la agenda de prioridades 

y su aprobación legislativa. La transversalidad ayuda también a resistir mejor las resistencias o 

presiones adversas y proyecta la continuidad del proceso más allá de un gobierno19. 

1.2.  La falta de atractivo público del asunto: La reforma del Estado no despierta apoyo 

espontáneo por parte de la opinión pública 

 

El debate sobre la reforma del Estado es percibido como abstracto, confuso, árido y hasta 

tecnocrático. Ello reduce las opciones de apoyo popular manifestado en encuestas. Por el contrario, 

algunas de las reformas pueden ser vistas como amenaza por grupos organizados capaces de ejercer 

veto de facto. Paradojal parece ser que el debate acerca de cómo el Estado puede servir mejor a la 

ciudadanía no parezca prioritario. La cuestión no es baladí para la construcción de prioridades de 

gobiernos naturalmente receptivos a las prioridades que exhiben las encuestas de opinión.  

 

El desafío es poner el tema en agenda de modo de concitar apoyo popular y, consecuentemente, 

prioridad política para el esfuerzo de cambio. Se trataría de: 

 

• Vincular la reforma de manera práctica y visible con la mejora de prestaciones públicas, con 

la justicia social, con la dignidad de trato hacia las personas. Poner en el centro a la ciudadanía 

como receptora de servicios públicos concretos (salud, educación, vivienda, seguridad, etc.). 

• Generar instancias de participación ciudadana que expresen y visibilicen los “dolores” de las 

personas en su interacción con el Estado, pero también la valoración social de las mejoras 

percibidas. 

• Establecer series de encuestas, programas de seminarios y debates para relevar el asunto. 

• Generar líneas base y métricas para evaluar mejoramientos. 

 

En síntesis, se trata de acercar el lenguaje de la reforma a las personas y conectarlo a sus necesidades, 

suscitando así el apoyo popular que permita la instalación del asunto como prioridad política y su 

apoyo en el proceso de reforma.  

  

 
17 Un ejemplo de ello es la necesaria reforma al empleo público. Es indudable que el sistema requiere cambios profundos y 
que ello nos acercaría a un servicio civil y carrera funcionaria más profesional y basada en el mérito. Con todo, la previsible 
conflictividad del cambio con los/as funcionarios/as dilata el abordaje del asunto. 
18 Así ocurrió, por ejemplo, en 2003, en el marco del llamado acuerdo Insulza-Longueira, que permitió dos reformas de gran 
significación, pero que no concitaban igual apoyo entre los conglomerados políticos de entonces: la reforma a la Alta 
Dirección Pública y al financiamiento de la actividad política.  
19 El apoyo transversal a un proceso de reforma continuo puede provenir tanto de un Consejo Asesor especial o incluso del 

involucramiento de la nueva Agencia para la Calidad de las Políticas Públicas y la Productividad en actual debate legislativo. 
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2. Un tema con responsables difusos: Las tareas propias de reformar el Estado no constituyen un 

mandato específico al interior del Estado 

 

El tema está radicado en el Ministerio de Hacienda hoy. ¿Es ello suficiente? Sin Hacienda es imposible, 

pero solo en Hacienda parece insuficiente. Hacienda, además, tiene múltiples otras funciones y 

prioridades y no es evaluada pública ni políticamente en función de lo que se haga o deje de hacer en 

reforma del Estado o modernización de la gestión pública. Esta ambigüedad del mandato y de la 

radicación de responsabilidades dificulta la rendición de cuentas y contribuye a diluir los compromisos 

de cambio al interior del poder ejecutivo20. 

 

En suma, cabe revisar la gobernanza de la modernización del Estado. Conviene definir mandatos y 

responsables claros, para quienes el tema sea prioritario, y que rindan cuentas al respecto. Si bien hoy 

pensar en una subsecretaría o ministerio de la Reforma del Estado puede parecer inviable por los 

costos asociados a un nuevo organismo público, es evidente que la gobernanza actual no alcanza para 

conducir un proceso complejo, multidimensional y ambicioso como el que Chile necesita. Hacienda es 

imprescindible, pero no es suficiente. 

 

En síntesis, para avanzar sustantivamente en reformar el Estado (o modernizar su gestión 

decididamente) se requiere, a lo menos: 

 

i) Transversalidad política para definir agenda, compartir costos y beneficios y alargar el horizonte. 

ii) Sumar apoyo popular al esfuerzo “aterrizando” el impacto de un mejor Estado de modo de 

instalarlo como prioridad política y social. 

iii) Definir responsables, metas y repensar la gobernanza del desafío. 

 

Tan importante como diseñar las reformas necesarias es pensar cómo aumentar la viabilidad de esos 

cambios. Este documento apunta a subrayar la esencialidad de la gestión política del cambio. Se trata 

de propiciar un debate ineludible si realmente se busca dar un salto importante en la materia.  

 

Por cierto, un proceso de reforma ambicioso requiere del compromiso y participación de las y los 

funcionarios públicos. Hay espacio para que la reforma comprenda tanto elementos que desafíen 

como premien o compensen a las/los servidores públicos. Desde luego, un servicio público mejor 

valorado por la ciudadanía es en sí mismo un logro para las personas funcionarias, del mismo modo 

que lo es avanzar hacia la configuración de una verdadera carrera funcionaria en el marco de un 

servicio civil más profesional y respetado. 

 

En suma, múltiples y relevantes son los beneficios que para el país puede generar una reforma del 

Estado ambiciosa que permita avances en eficiencia, eficacia, calidad de atención y confianza 

ciudadana. No faltan propuestas ni apoyo técnico y político transversal para una buena parte de ellas. 

La agenda de temas pendientes es nutrida y relevante y, en su conjunto, se presta bien para configurar 

los contenidos de un pacto transversal para reformar el Estado que trascienda un período de gobierno.  

 

 
20  Un buen ejemplo al respecto se relaciona con el tema de personas o talento al interior del gobierno central. ¿Qué rol juega 
hoy la Dirección del Servicio Civil en la gestión de personas, en capacitación, criterios de calificación o desarrollo de carrera? 
¿O estos asuntos son más bien de competencia de cada servicio? ¿Existe adecuada coordinación? Nos parece que un tema 
tan central debiese tener mandatos y responsables más claros.  



 

12 

 

El informe preparado por el Centro de Sistemas Públicos de la Universidad de Chile por solicitud de 

este Consejo contempla una lista de estos pendientes que bien podría servir de guía al respecto21. 

Dicho informe considera: 

 

Modernización del Estatuto Administrativo del Empleo Público. Este asunto no puede seguir 

postergándose. Es prioritario que la política, mediante ley, resuelva un asunto que, en lo relativo a la 

estabilidad de las contratas, ha quedado entregado a las oscilantes jurisprudencias de los tribunales y 

de la Contraloría General de la República. El actual gobierno comprometió el envío de un proyecto de 

ley al Congreso, lo que aún no se concreta. Este mismo Consejo Asesor ha elaborado una propuesta 

sobre modernización del empleo público, como contribución al debate y a la solución definitiva de un 

asunto urgente.  

 

Creación de la Agencia para la Calidad de las Políticas Públicas y la Productividad. Este Consejo asesor 

apoya la tramitación y despacho del proyecto de ley en segundo trámite constitucional (Boletín 16799-

05) que, crearía la citada Agencia, sobre la base de la actual Comisión Nacional de Evaluación y 

Productividad. El propósito de esta agencia es fomentar y evaluar la efectividad, eficiencia y 

coordinación de las políticas, normativas, planes y programas de las entidades públicas, así como 

impulsar las mejores prácticas regulatorias desde una perspectiva técnica, transversal y basada en la 

evidencia. 

 

Profundización de la descentralización fiscal y administrativa del país, dado que la descentralización 

política ya está materializada. La descentralización está incompleta. Los gobiernos regionales tienen 

competencias limitadas y carecen de atribuciones en el plano fiscal. El proyecto de ley de rentas 

regionales no ha experimentado avances significativos en el Parlamento. Un nuevo estatuto para estos 

gobiernos subnacionales parece ser un componente esencial de un Estado moderno y descentralizado 

en la medida en que distribuya progresiva y racionalmente competencias a los gobiernos regionales. 

 

Revisión y optimización de los procesos de cientos de permisos de toda índole para el sector 

productivo y las personas, con la consiguiente reducción significativa de los tiempos de 

otorgamiento de los mismos, principal traba para el desarrollo económico del país. Al respecto será 

necesario implementar eficientemente la nueva ley Nº 21.770 que racionaliza el otorgamiento de los 

permisos sectoriales. Adicionalmente, parece necesario revisar el sistema de evaluación ambiental 

para hacerla más expedita y dotar de mayores certezas jurídicas a lo resuelto en vía administrativa 

ante eventuales impugnaciones posteriores en vía judicial.  

 

Ampliación de la Alta Dirección Pública (ADP) a gobiernos regionales, municipales, y otros cargos 

clave de las instituciones públicas del gobierno central, de carácter más técnico que político, 

vinculados más a la implementación que a la formulación de las políticas públicas. La extensión del 

alcance del sistema de selección de ejecutivos públicos por el sistema ADP ayuda a consolidar la 

meritocracia funcionaria en la cúspide del organigrama estatal y reduce el margen al clientelismo 

político. La buena evaluación del sistema ADP recomienda ampliar su cobertura, especialmente a nivel 

de los gobiernos subnacionales. 

 
21 Estudio sobre la Modernización del Estado desde 1990 hasta la actualidad. Elaborado por Centro de Sistemas Públicos, 
Ingeniería Industrial, Universidad de Chile, contratado por Secretaría de Modernización del Estado del Ministerio de 
Hacienda, por encargo del Consejo Asesor para la Modernización del Estado. Julio de 2024, p. 361. Disponible en: 
https://consejomodernizacion.cl/documentos/seminario-modernizacion-del-estado-de-chile-desde-1990-hasta-la-
actualidad-/estudio-elaborado-por-la-universidad-de-chile (diciembre, 2025). 

https://consejomodernizacion.cl/documentos/seminario-modernizacion-del-estado-de-chile-desde-1990-hasta-la-actualidad-/estudio-elaborado-por-la-universidad-de-chile
https://consejomodernizacion.cl/documentos/seminario-modernizacion-del-estado-de-chile-desde-1990-hasta-la-actualidad-/estudio-elaborado-por-la-universidad-de-chile
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Consolidación de la gobernanza de reformas del Estado. Ésta es una materia que permitirá hacer de 

la mejora continua del Estado una tarea permanente, con responsables y metas claras. La creación de 

la Agencia para la Calidad de Políticas Públicas y la Productividad será un aporte relevante, pero no 

suficiente. Se necesita, además, reforzar el rol que actualmente desempeña el Ministerio de Hacienda 

de modo de darle mayor prioridad, visibilidad y capacidad de coordinar y movilizar a las distintas 

entidades públicas en torno al imperativo de modernizar su gestión.  

 

El anterior es un listado mínimo, que admite complementos relevantes en materia propiamente de 

gestión, incluyendo temas de digitalización, uso de Inteligencia Artificial (IA) en el Estado, desarrollo y 

acreditación de competencias de funcionarios/as y mejoras a los sistemas de incentivos y evaluación 

de desempeño.   

 

En 2003 la transparencia y aporte público al financiamiento de la política, por un lado, y la instalación 

del sistema de Alta Dirección Pública, por otro, suscitaba más de alguna reticencia en algunos sectores 

políticos. Con todo, su inclusión en un paquete integral condujo a valoración transversal y amplio 

apoyo. Del mismo modo, el Chile de hoy, necesitado de un mejor Estado, puede estructurar también 

un paquete amplio de reformas que, aunque algunas de ellas no satisfagan intereses o prioridades de 

algún sector en particular, en cuanto formen un todo armónico y modernizador puedan ofrecerle a la 

sociedad una muestra de responsabilidad para el largo plazo, aumentando la capacidad del Estado de 

resolver lo que la ciudadanía le demanda. 

 

Las dificultades para reformar el Estado, a juicio de este Consejo asesor, parecen estar asociadas, más 

bien, a cuestiones propias de la economía política o gestión del cambio institucional que a falta de una 

agenda necesaria que la encarne.  

 

Un gobierno que quiera avanzar decididamente en la reforma y modernización del Estado deberá 

atender estos asuntos o condiciones habilitantes: abordar la inconsistencia temporal o cortoplacismo; 

superar la ambigüedad en la definición de responsabilidades; y sumar el apoyo de la opinión pública 

mediante una más nítida vinculación entre la modernización propuesta y la mejora tangible en la 

calidad y oportunidad de los servicios públicos, que la ciudadanía podría experimentar si las reformas 

se concretan. Si se amplían los apoyos, no sólo la reforma del Estado aumenta su viabilidad, sino que 

puede ser el inicio de un camino virtuoso en que ésta sea una política estratégica y permanente de 

Estado.  


